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Resumen  
El presente artículo tiene como fin evidenciar la influencia de los medios de comunicación 
en la toma de decisiones jurídico-penales en Colombia, al demandar información fehaciente 
se ha utilizado como instrumento una muestra representativa en cincuenta (50) jueces penales 
municipales con función de control de garantías en la ciudad de Bogotá DC., elemento que 
soportado en jurisprudencia y diversos autores establecen el peligro en la malversación de 
información afectación clara a la institucionalidad, permitirá resaltar la importancia de limitar 
o reglar en una forma efectiva esta actividad que día a día toma mayor fuerza en la población. 
 
Palabras clave: medios de comunicación, mass media, jueces de control de garantías, 
Colombia, sistema procesal penal, derechos fundamentales. 
 
DISTORTION IN THE MIRROR: 
THE MEDIA IN THE JUDICIAL ACTIVITY OF COLOMBIAN’S CONTROL 
WARRANTIES JUDGES  
Abstract  
This article aims to highlight the influence of the media in making legal decisions in criminal 
Colombia by demanding reliable information has been used as an instrument in a 
                                                 
1Artículo resultado del proyecto de investigación titulado “La influencia de los medios de 
comunicación en el sistema penal colombiano”, desarrollado en la Universidad Militar Nueva 
Granada como parte de la Maestría en Derecho Procesal Penal.  
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representative sample fifty (50) municipal criminal judges with control function guarantees 
in Bogota DC., element supported on jurisprudence and various authors establish the danger 
misuse of information clear to the institutional involvement, will allow you to highlight the 
importance of limiting or regulate in an effective way this activity that every day takes most 
strongly in the population. 
 
Key words: media, mass media, guarantee control judges, Colombia, criminal justice 
system, basic rights. 
 
INTRODUCCIÓN  
La distorsión en el espejo: los medios de comunicación en la actividad judicial asignada al 
juez de control de garantías colombiano, se desarrolló a través de la utilización del método 
de investigación experimental dentro de lo que se conoce como investigación social, ámbito 
en el que algunos sectores de la sociedad son quienes componen el campo de trabajo al 
servicio del investigador, es así como los sujetos definidos desde el planteamiento del 
problema, son los jueces de control de garantías es decir que, de esta delimitación se tiene en 
cuenta la población específica sujeto del trabajo investigativo.   
 
Ahora bien, en la tarea de establecer la muestra, se seleccionó el número de sujetos a quienes 
se aplicará la encuesta, un total de 50 jueces de control de garantías ubicados en los 
Complejos Judiciales de Paloquemao y  del Edificio Convida ubicados en el Distrito Capital 
de Bogotá, número estándar que resultará representativo para los fines de la investigación.   
 
En este orden de ideas, se realizó una elección clara de las preguntas, enfocando de forma 
sucinta en los siete enunciados el fin de la investigación, toda vez que se logró compendiar 
un concepto sobre la hipótesis base en el presente artículo; la presión en el fallador impuesta 
por la información limitada de los medios de comunicación. 
 
Así las cosas,  era empezar a ahondar sobre el particular, se tiene que la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13 garantiza el derecho a la libertad de 




Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
 
Desarrollado este precepto a nivel interno en la Constitución Política en los artículos 20 y 73, 
que señalan no solo la protección a la libertad de expresión sino también indican que la 
actividad periodística goza de protección especial, interpretado esto en los siguientes 
términos por la Corte Constitucional: 
 
La libertad de información se constituye en un derecho fundamental cuyo ejercicio 
goza de protección jurídica y a la vez implica obligaciones y responsabilidades. Es 
pues un derecho-deber, esto es, un derecho no absoluto sino que tiene una carga que 
condiciona su realización. (CConst, T-578/93, A. Martínez). 
 
Se toma como directriz de este proceder un marco claro al desarrollo del derecho, que si bien 
dilucida a la Corte Constitucional como pilar de esta investigación aquella que ha sido 
designada como guardián único de la Carta Magna y su consecuente bloque de 
constitucionalidad. Allí, en ese todo que forman estos dos elementos se encuentra que el 
derecho de información protegido internacionalmente y de forma extensa en la Declaración 
de Chapultepec (1994), la Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (2000) y los llamados Principios de Lima 
(2000), aquellos que consultados proporcionan una estela condensada en varias sentencias 
de la Corte Constitucional sobre el ser de este derecho: 
 
En tanto que, comprende una serie de facultades, entre las cuales se encuentra la 
investigación y la recepción. Articulando el derecho, como pilares poderosos, el deber 
troncal de informar y el derecho a ser informado. Incluso para algunos tratadistas 
internacionales el derecho a ser informado podría ser tratado independientemente, tal 
es su calibre, y lo califican como superior a las libertades públicas, pues mientras que 
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a las libertades públicas basta con que no se las trabe, el derecho a ser informado 
exige incluso potenciación (…) (CConst, T-578/93, A. Martínez). 
 
Constituyendo entonces (el derecho a ser informado) un elemento central para la existencia 
de un Estado democrático como el colombiano y para la edificación de una sociedad que esté 
bien informada, en tal sentido se pronuncia la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
“una sociedad que no está bien informada, no es plenamente libre”, siendo de resaltar que el 
derecho a la libertad de expresión comprende tanto el derecho individual de expresar 
pensamientos e ideas, como el derecho de la comunidad a recibir información (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1985, La Colegiación Obligatoria de Periodistas, 
Opinión Consultiva, párr. 70), se debe entonces encontrar una salida social al problema en la 
desinformación mediática, más en ningún caso la abolición de tan necesario derecho, siendo 
así se buscara dejar de lado el sensacionalismo que imprimen al diario vivir, esperando 
entonces que el Colombiano puedo salir al trabajo, a almorzar o cenar sin la idea de un 
cuchillo en su espalda (“Probabilidad de ser víctima”; Fuentes, 2005). Más dependerá de que 
puerta se escoja primero; la del derecho que pareciera más grande que la constitución misma 
o la del fin por el cual esa profesión se ideo, la búsqueda de una real y verídica información. 
Pero, ¿qué clase de información?, caracterizando este derecho por incluir “las expresiones 
artísticas, culturales, sociales, religiosas, políticas o de cualquier otra índole” (Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, Declaración de Principios sobre Libertad de 
Expresión, Antecedentes e Interpretación de la Declaración de Principios, principios 1-8).Se 
tiene como objetivo general de la investigación encontrar la balanza entre la justicia y el 
derecho a informar, aspecto que por muchos años ha estado inclinado al derecho a la libertad 
de expresión abandonando las consecuencias que trae el ejercicio sin límites ante la 
administración de justicia. 
El artículo 20 nuestra de la Carta Política reza: 
Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y 
opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar 
medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se 
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garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura. 
(CN. Art. 20).  
En tal sentido, la formulación del artículo superior  implica que el derecho a la información 
tiene dos aspectos diferentes, de un lado, en primer lugar, el de proveer información y, de 
otro, el de recibirla, lo cual significa que el alcance del derecho a recibir información tiene 
inmersa la protección de esa provisión, siempre y cuando ésta sea veraz e imparcial.; dicho 
esto, se debe tener en cuenta que, debatir si los medios de comunicación, son compatibles 
con la constitución o la ley seria irrisorio; claramente, la misma Carta de Derechos enuncia 
de forma expresa su protección y necesidad en la sociedad, sin embargo, los más recientes 
acontecimientos hacen que se generen cuestionamientos como: ¿el poder de los medios, es 
un poder sin límites?, ¿existen mecanismos de protección al proceso penal? o ¿por qué el 
permear o presionar se ha convertido en la función principal de los medios de comunicación?; 
siendo generalizada la apabullante desinformación en el conglomerado social, más aún si se 
tiene en cuenta  el grado de difusión, se ha establecido que es jurídicamente relevante si la 
información recibe una difusión local, regional o nacional, pues según la Corte 
Constitucional, la magnitud del perjuicio causado cuando se informa erróneamente a un 
amplio sector de la población será mayor, en principio, que cuando el error sólo sea del 
conocimiento de un segmento de ella, repercutiendo ello en el perjuicio al buen nombre, a la 
honra o a la intimidad de una persona. 
 
Conforme con lo anterior, y según lo establecido por el honorable tribunal constitucional, los 
medios de comunicación tendrán mayor amplitud para informar sobre la conducta de un 
funcionario en cuanto a sus funciones públicas, que en lo que atañe a su comportamiento 
como persona privada; resultando importante que cuando un medio de comunicación difunde 
información judicial y, en particular, de tipo penal, le es exigible un mayor nivel de 
responsabilidad, para efectos de prevenir eventuales vulneraciones de los derechos 
fundamentales del individuo sobre el cual versa la información, siendo esta la razón por la 
cual es necesario que los medios de comunicación revisen y verifiquen   la información que 
posean y no pueden excusarse en la manera casi instantánea como se obtiene y presenta la 
información para no verificarla (CConst, T-1000/00, V. Naranjo).  
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Colombia adoptó la filosofía de un estado social de derecho que ha establecido como bandera 
de su desarrollo y progreso diferentes mecanismos judiciales que en teoría imprimen 
celeridad y efectividad a la protección de sus asociados; el ámbito penal ha estado marcada 
por sistemas inquisitivos4, progreso que tenía como fin la garantía de los principios y valores 
estipulados en la Carta Política supeditados al cumplimiento e implementación a nivel interno 
de los estándares internacionales de protección de los Derechos Humanos. En constante 
evolución esta rama del derecho encontró a través de la integración de un sistema de corte 
acusatorio (Ley 906 de 2004) la modificación a elementos esenciales e institucionalidad de 
las partes como centro del proceso, mismo que con errores tanto en su ejecución como en la 
capacitación del personal necesario para el ejercicio de estas funciones, promete una salida a 
la impunidad previamente presentada mediante la aplicación de principios como la 
publicidad, con el fin único de llegar a la entrega de información clara y transparente, 
presupuesto que no se ha materializado pues la información que obtienen los receptores de 
noticias se ha limitado a lo que medios de comunicación quieren informar, es decir, se 
presenta selectividad en la noticia y por ende un Derecho a Informar incompleto y limitado.  
Se esperaba entonces lograr un mejor acceso a la información, pero, no para obtener 
conocimiento y apilarlo en estantes como se hiciera en una biblioteca esperando por aquel 
que quisiera acceder a él; si no permitirle a los asociados obtener de primera mano y 
objetivamente el conocimiento de los acontecimientos judiciales que en alguna medida 
interfieren y afectan el bienestar social del conglomerado. Demostrando entonces que los 
medios de comunicación no captaron el espíritu del legislador al entregarnos la Ley 906 de 
2004, convirtiéndose en los protagonistas del proceso penal entorpeciendo el desarrollo, no 
siendo imparciales, ni objetivos pues suelen mostrar favoritismo a los sujetos (partes), en 
multiplicidad de casos juzgando e insinuando conceptos y decisiones al público sin sentencia 
en firme que indique la responsabilidad penal del procesado.  
Resulta de gravedad extrema olvidar, en aras de un mal entendido concepto de la 
libertad de información, el impacto que causa en el conglomerado una noticia, en 
                                                 
4Entendido como un sistema escrito de mixtura funcional, donde el estado cedía facultades 
constitucionales y judiciales, ello generaba la violación directa a principios de imparcialidad 
o defensa.  
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especial cuando ella alude a la comisión de actos delictivos o al trámite de procesos 
penales en curso, y el incalculable perjuicio que se ocasiona al individuo involucrado 
si después resulta que las informaciones difundidas chocaban con la verdad de los 
hechos o que el medio se precipitó a presentar públicamente piezas cobijadas por la 
reserva del sumario, o a confundir una investigación con una condena. (CConst, T-
332/93, J. Hernández).  
LOS MASS MEDIA EN COLOMBIA 
El propósito principal de los Mass Media, al menos en principio, es  promover cultura e 
informar a la población en una simbiosis interesante ya que no es únicamente el conocimiento 
que puedan proveer al conglomerado social sino que resulta importante, el interés que el 
contenido expuesto en los medios masivos de comunicación despierte en las masas, pues de 
no lograr este objetivo, la existencia de estos no tendría sentido alguno y por tanto tenderían 
a desaparecer: 
 
La penetración de la tecnología como medio de largo e íntimo alcance acentúa la 
influencia y hasta alteración de ámbitos de acción pública y privada, siendo que las 
empresas comunicadoras propenden a la deslegitimación y al consecuente 
debilitamiento de las estructuras públicas visibles y la potenciación de los periodistas 
como nuevos agentes socializadores, e incluso, más allá, promotores del orden y hasta 
de la intelectualidad. (Barahona, 2007, Justicia Mediática, p. 2). 
 
Ante esta combinación empezó a denotarse en el surgimiento de cada uno de los medios de 
comunicación y en su constante evolución, y la consiguiente e  inevitable forma en que la 
inversión privada, se presenta una lucha por la atención del consumidor que desmembró el 
norte de su creación y empezó a jugar con la atención de los espectadores en áreas como: 
deportes, chismes, concursos, sexo, drogas, narcotráfico, temas que empezaron a ganar 
espacio como elementos de identificación de la “cultura mediática”,  sin embargo, dirá por 
su parte el lector, el elemento que se mantiene incólume, es el informativo que incluye la 
transmisión de noticias y hechos cotidianos, tarea que se encuentra en manos de los 
noticiarios nacionales, regionales y locales; aspecto en el que se centrará la determinación 




Se tiene así que, los medios de comunicación masivos en tres categorías esenciales y una que 
se desarrolla con la evolución social, encontraremos entonces el Periódico, la Radio y la 
Televisión, las páginas sociales, como medios a los que acude la sociedad Colombiana en su 
afán de distracción más que de información, siendo esta la perspectiva desde la cual se logra 
entender el origen y la tergiversación de lo evidenciado a través de los medios de 
comunicación antes mencionado; sin embargo, la aparición del Internet a diferencia de él 
teléfono si establece un medio de comunicación masivo mas no en el punto de servir a los 
previamente establecidos como lo realizaría el teléfono si no entregar caminos de expresión 
para los pequeños productores de información u opinión. 
 
El periódico como primer medio masivo de información establece su acentuado origen serio 
en 1887, Colombia al igual que todo país que copia elementos sin tener su proceso de 
creación encuentra en él la opción de influir a las masas, tomando sus tirajes acorde a la 
posición política del dueño, muchos casos de censura o tergiversaciones se evidenciaron en 
su origen en muchos casos propietarios fueron presidentes de el país, caso contrario 
presidentes de el país callaron, limitaron y censuraron periódicos, en la actualidad la 
existencia de el periódico está supeditada al tiraje que en costos limita en gran medida su 
actuar a tal punto que el estado colombiano ha financiado en parte esta operación, la incursión 
de él internet le presenta una vía nueva de salvación a estos medios que en su mayoría ya 
tienen una versión virtual. 
 
La radio incluyo de forma clara en 1929 un espacio en muchos casos para aficionados que 
veían en esta actividad una salida a su rutina diaria el espacio ideal para improvisar, el estado 
por su parte encontró una vía directa para extender una voz que llegase a la sociedad 
imprimiendo la necesidad de la cultura y el desarrollo, más la lucha directa entre el Periódico 
y la Radio genero problemas directos para el gobierno que vislumbraba un gigante en este 
nuevo medio, no solo se debió regular en algún momento el limite a la lectura de las noticias, 
sino también limitar los comentarios políticos de cadenas radiales partidistas. El origen de 
cuñas publicitarias, las empresas mixtas (Periódico-radio) y los grandes patrimonios han 
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permitido que este medio subsista aunque  busque nuevos aliados para su ampliación 
(internet). 
 
La televisión en Colombia data del 13 de junio de 1954 incursionando en el mercado después 
de un periplo por la Alemania nazi el general Gustavo Rojas Pinilla abre el camino a la 
evolución de nuestra patria con un énfasis educativo y cultural (mismo que aún se intenta 
rescatar en Señal Colombia) pero que poco a poco fue perdiendo camino ante programadoras 
privadas que entregaban al público sueños, fantasía, emocione y realidades que le distraían 
en muchos casos de esos tópicos, programadoras que evolucionaron de concesión en la 
programación únicamente a ser propietarias de los canales, iniciativas privadas que han 
llenado de narcotráfico, reality shows y novelas la mente de las generaciones actuales, 
separados de juzgamientos el espacio cultural se limitó a horarios poco usuales para el prime 
time. 
 
En los años 90 se genera la incursión en un medio que a diferencia de los tradicionales no 
tendría un monopolio de las grandes empresas o del mismo estado más que en el espacio de 
difusión y es el Internet, a diferencia del teléfono este medio no solo ha servido como puente 
para el desarrollo de los tradicionales, (Canales de Televisión, Programas de radio, Tirajes 
online) si no que ha permitido la evolución de nuevos elementos como las redes sociales, 
canales de expresión del pueblo y elementos de distracción. Como es clásico del medio más 
antiguo en su inicio se buscó su limitación con el miedo claro que generara la desaparición 
de los tradicionales más la incorporación entrego vías para salvar el periódico y la radio que 
ya pertenecían a un pequeño espacio de la población. 
 
Dada la permanente evolución o movimiento, resulta necesaria la consagración 
constitucional en el artículo 73 superior sobre la protección de la actividad periodística en lo 
que respecta a la libertad e independencia de la cual debe gozar no solo en su carácter 
subjetivo sino también a partir de su carácter institucional, lo cual conlleva a la integración 
de los medios y de la actividad periodística al engranaje democrático, como elementos 
fundamentales en la construcción de una opinión pública libre y pluralista. El forjamiento de 
ésta, a su vez, contribuye a la realización de una democracia participativa, por cuanto un 
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público informado es requisito indispensable para la consolidación progresiva de una 
sociedad civil activa e interviniente en las decisiones que afectan a sus individuos (CConst, 
T-1000/00, V. Naranjo). 
 
Las palabras mencionadas hacen relación al aspecto trascendental de la responsabilidad 
social que les compete a los medios de comunicación, pues resulta indispensable que la 
actividad periodística sea capaz de transmitir con claridad la información de carácter técnico 
que procure llevar a su público, sin que ello llegase a significar que los medios de 
comunicación debieran ser especializados según la Corte Constitucional; sin embargo, si 
resulta importante que quienes dan información a la comunidad, tuviesen la especialidad 
requerida para no afectar el contenido entregado a la audiencia con interpretaciones o 
palabras alejadas de la realidad:  
 
Están parcializados los medios de comunicación en las presidenciales? 
No me gusta generalizar, no se puede decir que los medios no informan con 
imparcialidad porque, ¿a cuáles medios se refiere? Hay que conocer las estructuras 
de los medios. Caracol tiene un servicio informativo con rigurosos estándares de 
cubrimientos de la campaña presidencial, dirigido por Diana Calderón. En el caso de 
los programas, cada uno tiene su filosofía, el nuestro no es un noticiero, las noticias 
puras y duras se dan en los boletines del servicio informativo, en el resto del espacio 
de este magazín se da información, se editorializa, se toma partido frente a muchos 
temas. Esa es la naturaleza del programa. 
 
Muchos dirán que los programas deberían ser objetivos… 
No, el programa no está para que sea objetivo, para darles oportunidad a diversos 
sectores de que opinen. Que eso no es objetividad, es que no creo en la objetividad, 
creo en la honestidad. Es más importante que el oyente sepa que este espacio tiene 
una orientación ideológicamente abierta, al final tomará partido con lo que se expone 




Contrario a lo que piensa el Honorable Tribunal Constitucional: esto los desnaturalizaría y 
limitaría su espectro de acción social, es indispensable que la información sea concreta y 
expedita,  pues el deber periodístico en percepción de quienes escriben el presente artículo, 
va más allá de entregar al público en general, la información que les pueda interesar o afectar, 
dicha información debe ser clara y transparente, jamás encaminada hacia alguna dirección o 
tendencia ideológica ni directa ni indirectamente, razón por la cual  los medios de 
comunicación de carácter general deben actuar conforme un nivel de precisión y rigor 
técnicos suficientes para evitar que sus informaciones sean mal comprendidas, dicho de otra 
forma: 
Tal obligación cumple un doble objetivo, por una parte se provee al público en general 
con las herramientas necesarias para actuar respecto de su entorno y, por la otra, se 
impide que la opinión pública se lleve una apreciación desacertada acerca de materias 
en las cuales estén involucrados derechos personales fundamentales por la falta de 
precisión en la presentación de la información (CConst, T-1000/00, V. Naranjo). 
 
En fin, en cuanto no haya un ocultamiento de hechos o una acusación infundada hacia las 
personas, no puede el juez de tutela cuestionar la exposición que el medio hace de la 
información, pues esta capacidad de organización debe ser una garantía indispensable para 
el ejercicio de la libertad de prensa que requiere un margen de discrecionalidad en la manera 
como se presentan los hechos, elemento que resulta forzoso para que los medios puedan 
adecuar las características de su formato y del contenido de las informaciones a las de su 
audiencia para asegurar que el alcance y trascendencia de la información sean comprendidos 
por un público heterogéneo, concluyéndose de estas palabras que, el grado de autonomía 
conferido a los medios de comunicación en la presentación de las noticias es particularmente 
importante para que la labor periodística pueda cumplir una función educativa y formativa. 
 
INFORMACIÓN Y OPINIÓN. 
En la misma línea de la libertad de pensamiento y de conciencia, la opinión posee una 
naturaleza ideológica inherente a la persona que lo emite, así las cosas de acuerdo con el 
honorable tribunal constitucional:  
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(…) la opinión se entiende como la valoración o interpretación que una persona 
realiza sobre algo, sea ello un hecho fáctico o un pensamiento subjetivo que haya 
previamente conocido de un modo cierto. Así, las facetas objetiva y subjetiva de la 
realidad son subsumidas por el individuo cuando éste elabora un juicio ético, 
consecuente con su pensamiento, sobre alguna información veraz o algún 
pensamiento de contenido ideológico previamente conocidos (CConst, T-1202/00, V. 
Naranjo). 
 
Concepto que aún no es claro y que tiende a confundir, pues información y opinión, son 
conceptos asumidos como uno solo. Se deberá entonces generar la división que permita 
entablar cual es la función actual de los medios de comunicación en este escudo 
constitucional, debemos desglosar este artículo como lo establece la Corte Constitucional: 
 
Se tiene que el artículo 20 de la Constitución contiene un total de once elementos 
normativos diferenciables: (a) La libertad de expresar y difundir el propio 
pensamiento, opiniones, informaciones e ideas, sin limitación de fronteras y a través 
de cualquier medio de expresión –sea oral, escrito, impreso, artístico, simbólico, 
electrónico u otro de elección de quien se expresa-, y el derecho a no ser molestado 
por ellas. Esta libertad fundamental constituye la libertad de expresión stricto senso, 
y tiene una doble dimensión – la de quien se expresa, y la de los receptores del 
mensaje que se está expresando. (b) La libertad de buscar o investigar información 
sobre hechos, ideas y opiniones de toda índole, que junto con la libertad de informar 
y la de recibir información, configura la llamada libertad de información. (c) La 
libertad de informar, que cobija tanto información sobre hechos como información 
sobre ideas y opiniones de todo tipo, a través de cualquier medio de expresión; junto 
con la libertad de buscar información y la libertad de recibirla, configura la llamada 
libertad de información. (d) La libertad y el derecho a recibir información veraz e 
imparcial sobre hechos, así como sobre ideas y opiniones de toda índole, por cualquier 
medio de expresión. Junto con los anteriores elementos, configura la libertad de 
información. (e) La libertad de fundar medios masivos de comunicación. (f) La 
libertad de prensa, o libertad de funcionamiento dichos medios masivos de 
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comunicación, con la consiguiente responsabilidad social. (g) El derecho a la 
rectificación en condiciones de equidad. (h) La prohibición de la censura, cualificada 
y precisada por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, (i) La 
prohibición de la propaganda de la guerra y la apología del odio, la violencia y el 
delito, cualificada y precisada por la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación racial, (j) La prohibición de la pornografía infantil, y (k) La 
prohibición de la instigación pública y directa al genocidio. (CConst, T-391/07, M. 
Cepeda). 
 
En este punto, vale la pena resaltar que la libertad de expresión e información consagrada por 
el artículo arriba mencionado, se manifiesta en dos vertientes independientes que en 
ocasiones, pueden confluir. Ciertamente, en un primer lugar, el concepto de “pensamiento” 
pertenece a una primera etapa inherente al ámbito personal del individuo que lo desarrolla y, 
en consecuencia, implica la autonomía jurídica de éste en lo referente al objeto jurídico que 
ampara, además de conllevar la inmunidad de coacción con respecto al mismo objeto pues 
se reconoce la facultad de autodeterminación e impide además que el individuo sea 
presionado en torno a su pensamiento (CConst, T-074/95, J. Hernández), señalando que el 
pensamiento del ser humano concierne por su misma naturaleza, a la subjetividad propia de 
cada individuo, ámbito protegido por la Constitución de 1991 que se articula 
sistemáticamente con la libertad de conciencia (CN. Art. 18). 
 
En un segundo plano, las libertades de opinión e información que desarrolla el artículo 20 
constitucional implican la difusión externa de pensamientos y hechos fácticos predicadas del 
sujeto activo responsable de su divulgación, conllevan automáticamente a inmiscuirse y de 
una u otra forma afectar los derechos de sus receptores por vía directa o indirecta, pues la 
información es un derecho cuya naturaleza es de doble vía: 
 
(…) la información debe ser veraz y, por esto, debe estar circunscrita a realidades 
fácticas que pertenecen al mundo de lo objetivo, es decir, que existen sin depender 
del sujeto que los conoce pues la “veracidad de la información se circunscribe a 
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hechos o a enunciados de carácter fáctico que pueden ser verificados”. Del mismo 
modo, en aras de respetar el derecho de los receptores a formarse libremente una 
opinión, es necesario que, además de veraz, el cúmulo de informaciones difundidas 
pueda catalogarse como imparcial; es decir, que el conjunto informativo desplegado 
muestre la realidad en todas su facetas, diferenciando claramente entre hechos y 
opiniones, y sin irrazonables distinciones o restricciones de difusión apoyadas en una 
particular simpatía o antipatía política o ideológica (CConst, T-080/93, E. Cifuentes). 
 
El derecho de expresión ha llegado a confundirse con el derecho a la información ya que no 
ha sido comprendido en el tamaño expuesto anteriormente por la corte sino de forma 
genérica, resalta entonces en este momento contraponer cada uno y establecer a quien 
cobijaría y en qué aspectos ya que con la omisión: 
 
De algún modo, la Justicia Mediática implica, y no solo propone, un desplazamiento 
del centro de control societal. Ya no es el Estado mediante jueces y con la previa 
intervención obligada de los legisladores, sino la empresa privada con sus periodistas, 
la que revisa y ordena lo que se ha descontrolado y los particulares no han sido 
capaces de resolver por su propio motivo. (Barahona, 2007, Justicia Mediática, p. 7). 
 
El derecho a la información ha de constituir entonces el elemento esencial de poder transmitir 
un mensaje a los demás, mas no lo que se cree sobre un hecho, solo aquello que imprime un 
elemento de veracidad puede llegar a ser alegado ante este elemento fundamental del estado 
social de derecho y es que siempre estará ligado a la exceptio veritatis ya que se confirma de 
forma clara su realidad, nunca el derecho a la información puede jugar con el elemento de la 
especulación más aún si se domina masas, se establecerán tres elementos en este derecho a 
la información; el derecho a informar por parte del individuo, el derecho a informar por parte 
del mass media y el derecho a ser informado que recae en la sociedad, son tres elementos 
distintos y que han permitido el camuflarse en responsabilidades pero gozar de garantías. 
Pero si, además, la información que rompe con tales principios superiores causa daño 
en concreto a una persona en su honra o en su buen nombre, o si pone en peligro su vida 
o su integridad, quien la produce debe responder en los dos sentidos que se enuncian 
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puesto que le es imputable no solamente un abuso de su derecho en detrimento del 
interés general sino una lesión que afecta derechos individuales. Ninguno de los dos 
males puede encubrirse alegando la libertad de prensa o el derecho a la información.  
(CConst, T-332/93, J. Hernández). 
En cuanto al derecho a informar se tiene que, es clara la constitución al establecer que se le 
garantizara al individuo su derecho a informar hechos que considere relevantes ante la 
sociedad, él encontrara los mecanismos idóneos para su manifestación, el asociado podrá 
escribir blogs, cartas, convocar a reuniones, manifestaciones, seminarios ya que desea 
transmitir la veracidad de un acontecimiento que pueda tener trascendencia social o 
individual, caso distinto el que se recibe en el derecho a informar por parte del mass media: 
ante este elemento constitucional se le protege al medio de comunicación para que en su 
espacio destinado comunique circunstancias de trascendencia social, que por su cobertura 
tendrán siempre repercusión en la población si bien en el derecho otorgado para informar al 
individuo es exigencia la confirmación de las vicisitudes mucho más lo será para aquel que 
deba responder ante cientos, en algunos casos millones de receptores:  
Debe, sin embargo, distinguirse con claridad si la prensa –en sentido lato-, al 
desplegar su labor, se cuida responsablemente de no introducir un cariz enjuiciador 
en sus planteos noticiosos. Es decir: una cosa es noticiar e incluso editorializar y otra 
muy distinta es sustituir los juicios legítimos del poder estatuido. Contradecir desde 
la ignorancia periodística –dicho así por la condición legal y no en sentido peyorativo- 
el conocimiento fundado de un juez y en el peor de los casos hasta de todo un tribunal. 
(Barahona, 2007, Justicia Mediática, p. 10). 
 
Es que en este pequeño espacio llamado “información mediática” no se puede condensar 
programas de opinión, series, deportes, especiales, porque la veracidad entregada puede 
decaer y transformarse; ya que como tercer elemento retrotraemos precisamente a quien llega 
el mensaje, es imposible hablar del derecho a ser informado sin atarle la necesidad de la 
realidad y certeza en la idea entregada pues aquello que en este espacio sea destinado será 
asumido como corroborado por el conglomerado social generando juicios de valor ante 
sujetos y funcionarios públicos cuya retractación posterior (en caso de no ser así) no garantiza 
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minimizar sus efectos, bien citan Huertas, Torres y Díaz en El Leviatán de los mass media 
(2011): 
La superficialidad siempre requiere de menos esfuerzo. Tan es así, que ninguna 
posición suele ser más cómoda que la del espectador que se abandona a ser 
atropellado por imágenes que se venden como la fiel prueba de “La realidad”, única 
verdad incontrovertible o prueba fehaciente de lo que sucede ahí afuera, en el mundo 
real… así como lo manifiesta Gustave Le Bon en su Psicología de las masas (1986) 
“las multitudes piensan mediante imágenes, y la imagen evocada promueve, a su vez, 
una serie de ellas sin ningún nexo lógico con la primera. Y al no pensar más que por 
imágenes no se dejan impresionar sino mediante imágenes. Sólo estas las atemorizan 
o seducen y se convierten en móviles para la acción”. 
 
El derecho a la opinión como elemento diferente constituye la manifestación de ideas, 
pensamientos, opiniones que tienden a generar juicios de valor cuya exceptio veritatis no es 
siempre exigida, la división en este capítulo también se determinara en la opinión por parte  
del individuo y la opinión por parte del mass media que permitirá evidenciar el conflicto 
jurídico actual 
 
En principio se entendería que en Colombia se protegerá la opinión del individuo, hecho que 
per se es cierto, más al individuo se le han establecido unos limitantes claros en su opinión o 
información determinando que los mismos no pueden ser contrarios a derecho, a tal punto 
que se tipificaron esas conductas en los artículos 220 y 221 de la Ley 599 del año 2000: 
Injuria. El que haga a otra persona imputaciones deshonrosas, incurrirá en prisión de 
dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres 
(13.33) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (CP. 
Art. 220).  
Calumnia. El que impute falsamente a otro una conducta típica, incurrirá en prisión 
de dieciséis (16) a setenta y dos (72) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) 
a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (CP. Art. 221).  
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En el entendido que no es constitutivo como eximente de responsabilidad el único hecho de 
argumentar que se está en ejercicio de un derecho constitucional para omitir el responder 
penalmente ante estas conductas denigrantes, claro está que el artículo 224 de la misma 
norma ha establecido que si se lograse probar en dichos punibles que la aseveración es cierta 
se librara de responsabilidad penal, el punto jurídico resalta entonces que al hacer uso del 
estricto derecho a informar nunca se estaría inmerso en los punibles descritos ya que la 
certeza del mensaje entregado bajo toda lupa de rigurosidad permitirá al sujeto activo de la 
conducta evidenciar su veracidad.  
 
Se está entonces ante punibles que puedan realmente ser cometidos por el derecho a la 
opinión donde el presunto sujeto activo de la conducta no tomo los pasos necesarios ante la 
certeza del mensaje sino realizo juicios de valor, la suerte del emisor está en que sea cierto 
lo dicho o que no sea denunciado, a diario se encuentran casos como estos, en casas, trabajos, 
transporte; -Todos esos políticos son unos ladrones-, -el alcalde se ha apropiado del dinero-, 
-me contaron que le es infiel-, mecanismos que poco son sometidos a un test real de 
veracidad, bien sea por el afán de contar por contar o porque poco interesa al emisor si es 
cierta o no la información. 
 
¿Cuán grave es este panorama donde un individuo puede realizar manifestaciones contrarias 
a la integridad personal y centrarse luego en un espacio de arrepentimiento con el fin de 
eximirse de responsabilidad?, bien constituidos están entonces los elementos de 
responsabilidad penal de los artículos 220 y 221 errada la vía del 225 sin limitantes. Hay que 
tener en cuenta a pesar que la norma lo diga, los perjuicios causados por las comisión de 
conductas punibles como la injuria o la calumnia no quedan resarcidos pues aunque en 
ocasiones se llegaré a condenar penalmente al responsable, las palabras reproducidas causan 
problemas sociales y personales que no se subsanan con una corrección pública que pocos 
escuchan.  
 
No se puede evitar la comisión de un error por un particular ante aseveraciones que carezcan 
de realidad así mismo es entendible su ánimo sincero de reparación a la víctima, más 
contrario es aquel que usa estos hechos constantemente y finge proceso tras proceso entender 
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el errar en su actuar. Pero si este es el rasero con el cual se juzga el derecho de opinión del 
individuo, el del mass media deberá cumplir con mayores elementos de rigurosidad. 
 
Sirve a la causa definitoria lo propuesto por Esteban Rodríguez en su obra 
especializada Justicia Mediática: “Se trata pues, como venimos diciendo, de un 
modelo particular de investigación en que los conflictos son definidos, enjuiciados y 
hasta castigados periodísticamente. Se han confundido los roles y superpuesto las 
expectativas entre la justicia y la prensa. Vemos cómo los medios se arrogan ciertas 
funciones que antes permanecía petrificadas en los tribunales”. (Barahona, 2007, 
Justicia Mediática, p. 6 y 7). 
 
Tal y como lo manifiesta Rodríguez (Justicia Mediática, 2000, p. 32), en la actualidad el 
derecho a la comunicación de los mass media “no es el cuarto sino el primer poder del 
Estado”, y hace alusión al temor de los poderes públicos por la información que proyectan 
los medios de comunicación quienes han llegado hasta a consultarles sobre el quehacer 
diario, lo cual no tiene razón de ser por cuanto el fin de los medios es informativo y no 
participativo, es decir, ¿por qué se ha permitido que los periodistas determinen la forma en 
que debería fallar un juez o como debe imputar un fiscal?, empeorando la situación cuando 
quienes expresan este tipo de ideas ni siquiera tienen la formación idónea en Derecho, 
terminando por vender mercados políticos, indicando el autor que “La información no es 
inocente” (Fuentes, 2005, Los medios de comunicación y el derecho penal, p. 5). 
 
En un país como Colombia que vive tantos conflictos y problemas de orden social, político 
y económico, se necesitan caminos de verdad y realidad encontrados en medios 
desinteresados y fuentes verídicas (Fuentes, 2005, Los medios de comunicación y el derecho 
penal, p. 3), y no simples reconocimientos del problema, pues lo importante es la 
construcción y comunicación de una imagen virtual que coincida con la realidad, dejando 
espacio al receptor de interpretar y entender la información según su ideología, conocimiento 
personal y/o profesional, no inundado por opiniones externas que desdibujan la escenario 





Ciertamente, los MMC tienen el deseo, o tal vez la obligación, de dirigir a la nación, 
aspiración o compromiso percibido en un mundo acrítico y carente de disenso. No 
obstante, este objetivo sirve como punto de inflexión entre la democracia, el 
capitalismo, el Estado y la sociedad, sin ninguna clase de eufemismos respecto a su 
verdadero fin determinado por el sistema. De esta manera, la imparcialidad que 
debería regir las informaciones es relegada (Huertas, et ali, 2011, El Leviatán de los 
mass media, p. 112). 
 
En este sentido, se hace apremiante la consagración de un marco jurídico y dogmático, que 
aclare y especifique los límites al derecho a la libertad de expresión para los medios de 
comunicación que tienen la ardua tarea de informar al conglomerado social, pues aunque sea 
un derecho fundamental que merece respeto y protección, no debe torpedear los derechos 
Humanos de los sujetos procesales y de la misma sociedad.  
 
Es precisamente ese el límite que en los últimos años la prensa en Colombia ha traspasado, 
pues luego de aseverar directa o indirecta la culpabilidad de alguien públicamente, en 
vulneración a la presunción de inocencia, ¿Cómo resarcir el daño al habeas data?, de ello 
deviene la urgente regulación real que tutele los derechos fundamentales de todos en 
establecimiento de un verdadero equilibrio y de la materialización de justicia como lo ha 
manifestado la Corte Constitucional: 
 
Los cuales, no por el hecho de hallarse rodeados de las garantías que para el desarrollo 
de su papel ha consagrado el Constituyente, pueden erigirse en entes omnímodos, del 
todo sustraídos al ordenamiento positivo y a la deducción de consecuencias jurídicas 
por los perjuicios que puedan ocasionar a la sociedad, al orden público o a las 
personas individual o colectivamente consideradas, por causa o con ocasión de sus 
actividades (CConst, T-332/93, J. Hernández). 
 
El derecho de opinión otorgado a los medios de comunicación per se debe cumplir con filtros 
y aprobaciones, ante estos hechos no se puede vincular directamente a el presentador de un 
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programa o redactor de una columna sobre la manifestación entregada como un sujeto 
autónomo de derecho, si el impacto a recibir tendrá repercusiones sociales con un posible 
beneficio para el mass media, se tendrá que responder como un todo ante sus consecuencias 
legales también.  
 
Es claro para Fuentes (2005, Los medios de comunicación y el derecho penal, p. 10) que “los 
medios de comunicación dan una imagen distorsionada de la realidad criminal” para el autor 
los medios de comunicación llevan tiempo incrementando el miedo a los tipos penales, 
parafrasean datos y escogen noticias aquello que venda en nuestro mercado siendo allí donde 
Cuerda (Los medios de comunicación y el derecho penal, 1999, p. 191) comparte y ahonda 
en este concepto; manifestando que el mayor y más craso error de los medios de 
comunicación es que “ofrecen como información lo que en realidad es mera opinión”, 
determina la Honorable Corte Constitucional que la “información falsa, parcializada o 
conducida con maña hacia fines o intereses ajenos al bien común es, en sí misma, contraria 
a los derechos de la sociedad: la perjudica en cuanto la desinforma.”  (CConst, T-332/93, J. 
Hernández).  
 
Se diría entonces con la actitud en párrafos previos enunciada que en el primer caso postulado 
se separa al individuo ante la responsabilidad pero se le vincula al medio para el 
reconocimiento, no bastara con un título al iniciar la transmisión o el tiraje anunciando que 
las manifestaciones del suscriptor o presentador son enteramente suyas, ya que a diferencia 
del individuo que busca los caminos de expresión en estos casos es el medio el que busca y 
contrata ese espacio en muchos casos usándolos como prime time o columnas principales, 
estableciendo claramente que no es un sujeto ajeno al cual se le da una oportunidad sino una 
columna vertebral de su aparato comercial. 
 
Los MMC crean opinión a través de la semiótica, disciplina que según Umberto Eco 
(…) puede ser usada para mentir. Al lado de ello, los medios buscan socializar una 
semántica compuesta por valores de todo tipo que interesan al Estado o a quienes 
integran las esferas del poder, pues el lenguaje es útil para "diluir su responsabilidad 
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en los ataques que afectan gravemente a la población civil". (Giraldo, et ali, 2003, 
Periodistas, guerra y terrorismo, p. 185). 
Se necesita encontrar un porqué a la influencia real de los medios que tienen un fin informativo 
y no participativo; en muchos aspectos encontramos medios diciendo como debería un juez 
fallar o como un fiscal imputar, más triste aun si ni siquiera tienen la formación idónea en 
derecho, pero venden mercados políticos con la misma frase que el autor indica como slogan 
de su estructuración idiomática, “La información no es inocente” (Fuentes, 2005, Los medios 
de comunicación y el derecho penal, p. 5); encontrar una raíz a este problema mediático se 
podrá analizar en diferentes aspectos que nos diluciden escenarios de culpa o aún más 
interesante escenarios de solución. 
Colombia que vive tantos conflictos y problemas no necesita gasolina en la candela, si no 
caminos de verdad y realidad encontrados en medios desinteresados y fuentes verídicas, bien 
lo comunica nuevamente Fuentes (2005, Los medios de comunicación y el derecho penal, p. 3) 
“(…) No se limitan a reconocer y presentar el «problema social», sino que realmente construyen 
y comunican una imagen virtual que no coincide con la real. De este modo contribuyen a la 
aparición y al refuerzo de errores cognitivos en el auditorio (…)” se hizo apremiante esta 
investigación; que entregara un marco jurídico y dogmático, eco que en algún momento se 
refleje en el actuar de los legisladores colombianos, ya que su real regulación es imperioso, 
hasta la misma democracia necesita limites, es claro entonces que el informar por informar no 
es el camino real a la sociedad, la Vigía de la Constitución Política lo ha enunciado desde hace 
varios años ya: 
A la vez, en cuanto se trata de una responsabilidad social, la colectividad -receptora y 
procesadora del material informativo- tiene pleno derecho a sancionar, con su rechazo, 
el comportamiento indebido de quienes, abusando de la especial protección ofrecida por 
el sistema jurídico a la actividad periodística, causan daño al conglomerado o perjudican 
a personas en concreto. Y, por supuesto, el Estado, al que corresponde, según los 
artículos 2 y 15 de la Carta, respetar y hacer respetar los derechos fundamentales a la 
intimidad, a la honra y al buen nombre de las personas, exigir títulos de idoneidad, 
inspeccionar y vigilar el ejercicio de las profesiones (CConst, T-074/95, J. Hernández). 
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En actos abiertamente contrarios a la ley se puede realizar una transmisión masiva de 
“derecho de opinión” que sin ser comprobado afecta realmente a sujetos y servidores 
públicos, en cuyos actos estos medios usualmente destinan segundos para retractarse de 
programas que duraron horas o columnas de páginas.  
 
Desde el punto de vista de informaciones falsas, erróneas o inexactas públicamente 
difundidas, aspecto al cual alude el precepto constitucional, la rectificación en 
condiciones de equidad implica que quien las propaló corrija o modifique su dicho, 
también públicamente y con igual despliegue. (CConst, T-332/93, J. Hernández).  
 
Pero que pasaría donde se evidenciara que el vacío jurídico se enmarca precisamente en este 
hecho donde efectivamente se necesita por parte del legislador la tipificación específica para 
los medios de comunicación donde se les exija, no la censura de programas, si no la 
comprobación jurídica de cada manifestación previa a su divulgación ya que “Como se ha 
visto, la influencia de los medios de comunicación colectiva sobre la ciudadanía en la 
sociedad contemporánea no es de ignorar. Nadie medianamente informado se atrevería a 
negar la incidencia del periodismo mediático sobre la agenda pública” (Barahona, 2007, 
Justicia Mediática, p. 6). 
 
El actuar nunca deberá ser posterior para corregir errores en afanes, con ello encontrando si 
fin real cumplir con su función social, ya que este problema no se limita únicamente a los 
programas de opinión, la mayoría de los errores se cometen en tirajes y programas de 
noticiosos, espacios que según lo expuesto deben estar cobijados por el derecho de 
información (NO de opinión), en varios programas o tirajes se evidencia la constante 
retractación de medios ante una inoperante realización de verificación, en algunas sentencias 
hasta se llega a justificar la falta de constatación por el fin encontrado (CConst, T-260/10, 
M. González) mismas que mal educan la población inculcando primero la violación al 
derecho y luego la mínima atenuación, sin entender que la responsabilidad real debe ser 





EL CONFLICTO ENTRE MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y LA JUSTICIA.  
 
Aun cuando la libertad de expresión ocupa un lugar preferente en el ordenamiento 
constitucional colombiano por su papel esencial en el desarrollo de la autonomía y libertad 
de las personas y en el desarrollo del conocimiento y la cultura y porque constituye un 
elemento estructural básico para la existencia de una verdadera democracia participativa 
(CConst, C-010/00, A. Martínez), este  carácter preferente del cual gozan las libertades de 
expresión, información y de prensa no significa que sean absolutos y carezcan de límites, 
observemos por ejemplo, la libertad de expresión puede colisionar con otros derechos y 
valores constitucionales, razón por lo cual, los tratados de Derechos Humanos y la 
Constitución establecen que ciertas restricciones a esta libertad, son legítimas. Así, conforme 
a la Convención Interamericana y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones 
Unidas, este derecho puede ser limitado para asegurar (i) el respeto a los derechos o a la 
reputación de los demás, o para (ii) la protección de la seguridad nacional, el orden público, 
la salud o la moral públicas. Por ello,  esta Corporación ha también admitido, ciertas 
restricciones a la libertad de expresión a fin de proteger y asegurar, en ciertos casos concretos, 
otros bienes constitucionales, como el orden público o los derechos a la intimidad o al buen 
nombre, sin que ello conlleve a que se presenten manifestaciones de  censura que en términos 
de la Convención Interamericana y del derecho constitucional, consiste en:   
(…) las autoridades, por diversas razones, impiden u obstaculizan gravemente la 
emisión de un mensaje o la publicación de un determinado contenido. (…) En efecto, 
las limitaciones, basadas en la imposición de responsabilidades ulteriores por la 
violación de prohibiciones previas, no constituyen censura previa y se encuentran 
claramente autorizadas por la Convención Interamericana, siempre y cuando 
representen medidas necesarias para defender ciertos bienes constitucionales. Es más, 
este tratado precisamente exige que toda restricción a la libertad de expresión haya 
sido previa y claramente definida en la ley, como un requisito de seguridad jurídica, 
que refuerza la protección a esta libertad, en la medida en que evita castigos ex post 
facto en este campo. Una cosa es entonces una prohibición previa, pero que genera 
responsabilidades ulteriores, que es legítima, y otra diversa es la censura previa de 
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una publicación o de una emisión radial, que se encuentra proscrita por la 
Constitución y la Convención Interamericana (CConst, C-010/00, A. Martínez). 
Como corolario de lo anterior se tiene que, una limitación a la libertad de expresión no es 
constitucional por el sólo hecho que sea neutra frente al contenido, y por ende, no privilegie 
ciertos puntos de vista sobre otros, ya que una restricción de esa naturaleza también puede 
ser lesiva de ese derecho fundamental, pues puede no estar justificada o ser 
desproporcionada, siendo un ejemplo de ello, la situación actual: justicia vs medios de 
comunicación, toda vez que si bien no se puede aniquilar la libertad de expresión con 
fundamento en lo dispuesto por la Carta y los tratados de Derechos Humanos que tutelan la 
diversidad del discurso y la pluralidad de los mensajes sino también su cantidad, podría 
suceder que precisamente con fundamento en dichas garantías, los medios de comunicación 
hicieran un mal uso de ellas en detrimento del contenido de la información y por supuesto de 
los receptores de la misma (CConst, C-010/00, A. Martínez), es decir, ¿Qué pasa si la 
información entregada por los mass media vulnera la constitución y el bloque de 
constitucionalidad, incumpliendo los estándares bajo los cuales pueden y deben actuar?, ¿se 
pone en juego la veracidad del contenido entregado a la audiencia por tratar de imprimir en 
su labor el elemento de veracidad?: 
Si el medio de comunicación se equivocó públicamente, debe rectificar públicamente. 
Y lo debe hacer con honestidad y con franqueza, sin acudir al fácil expediente de 
disimular su falta de veracidad u objetividad trasladando a la persona lesionada la 
responsabilidad de desempeñar el papel que en justicia debe cumplir el autor de las 
afirmaciones materia de rectificación. Si el medio habló en primera persona para 
difundir la especie falsa o inexacta en cuya virtud se hirió la honra o el buen nombre 
de un miembro de la sociedad, éste tiene derecho, garantizado por la Carta, a que 
también en primera persona el medio reconozca pública y abiertamente el error 
cometido. (CConst, T-332/93, J. Hernández). 
Mas, es imposible determinar si existe un error en la aplicación funcional de alguno de los dos 
sin determinar elementos de afectación y predisposición, aquellos que establecen la influencia 
de los mass media en los operadores judiciales, en el entendido que la publicación de las 
imágenes y nombres de los jueces, juicios de valor sobre sus decisiones o manifestaciones de 
favorecimiento a alguna de las partes puede constreñir de forma indirecta a los miembros de la 
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rama judicial, es importante resaltar el estado de indefensión en el que se está ante estos grandes 
medios como individuo, así se tenga el rango de servidor público la destrucción en su imagen 
como se expuso previamente es imposible de recuperar, ante ello en la encuesta propuesta en 
la muestra realizada a los diversos jueces de control de garantías en los Complejos Judiciales 
de Paloquemao y Convida (Bogotá DC.) se les pregunto en el numeral cuarto y quinto sobre la 
preparación jurídica de los reporteros y la afectación de sus errores jurídicos ante su integridad 
personal arrojando el siguiente resultado en la quinta pregunta: 
5. (Solo responda si en la pregunta anterior su respuesta fue NUNCA) ¿Siente que estos errores 
en el ejercicio de la profesión periodística puede llegar a afectar su integridad personal? 
 
Destacando que de cincuenta jueces, treinta y uno contestaron que “NUNCA” los medios de 
comunicación realizan un estudio jurídico previo a manifestar un concepto ante la sociedad, de 
ellos el 52% anoto que siente claramente que ante esos yerros jurídicos su integridad personal 
puede verse en riesgo y el 42% manifestó que a veces, solo cuatro de ellos piensan que los 
errores en la manifestación de los medios nunca les generarían un daño, es evidencia clara del 
miedo y el estado de indefensión en el que se está ante estos grandes operadores: 
No parece necesario demostrar el estado de indefensión en que se encuentra la persona 
frente a los medios de comunicación. Es suficiente recordar que ellos -analizada la 
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cobertura que puedan exhibir, ora en el ámbito nacional, ya en el local, tienen el 
formidable poder del impacto noticioso; cuentan con la capacidad de la presentación 
unilateral de cualquier acontecimiento; gozan de la ventaja que representa la posibilidad 
de repetición y ampliación de las informaciones sin límite alguno; manejan potentes 
instrumentos que pueden orientar y condicionar las reacciones psicológicas del público, 
resaltar u opacar datos e informaciones y, por si fuera poco, aún en el momento de 
cumplir con su obligación de rectificar cuando hay lugar a ello (CConst, T-611/92, J. 
Hernández).   
En lo expuesto realmente es importante retomar la percepción de los operadores judiciales 
frente a quienes reportan y entregan al público la información del diario vivir, pues en nuestra 
Rama Judicial es inconcebible que el contenido entregado por los medios periodísticos denote 
tan poco conocimiento sobre los temas que trasmiten, promoviendo ello el señalamiento de los 
resultados que arrojó la siguiente pregunta:  
4. ¿Considera usted que los medios de comunicación realizan un estudio jurídico previo a emitir 
un concepto (informe) a la sociedad? 
 
No basta entonces entregar al público la información que se cree se entendió, mezclando el 
concepto de informar y opinar cuyas claras divisiones ya se han entregado en el presente 








conceptos jurídicos, donde se confunde la libertad por vencimiento de términos con la 
impunidad, los preacuerdos y negociaciones con el principio de oportunidad, donde 
realmente se ve y cree que el título de Comunicador Social les permite reportar ante cualquier 
suceso humano sin tener que especializar su conocimiento ante ello, es grave la poca 
confianza que se tiene en estos conductos con la población. 
 
El sistema procesal penal instituido con la Ley 906 de 2004 tenía como fin encontrar vías a 
la justicia y economía procesal, sin embargo, la aplicación del sistema penal con tendencia 
acusatoria tiene deficiencias notables en algunas de sus más relevantes figuras que pueden 
llegar a ser corregidas a través de modificaciones a políticas institucionales, lo cual permitirá 
efectivizar el principio de oportunidad, los preacuerdos y las negociaciones, etcétera;  
elementos que si bien están reglados en la ley,  más en su práctica han suscitado muros que 
no permiten filtrar el sistema y lo condensan en procesos que nunca deberían haber alcanzado 
la etapa de juzgamiento (o audiencia de juicio oral en el entendido que la etapa enunciada 
nace con la formulación de acusación), más si a estas deficiencias con las que luchan a diario 
los operadores judiciales en búsqueda de la meta real (la eficacia de la norma) le sumáramos 
una presión de los medios que en algunos casos genere posiciones diversas en la decisión 
jurídica encontraríamos puntos que claramente destruirían los cimientos de nuestra sociedad.  
 
Al desarrollar la encuesta enunciada pese a la manifestación realizada a los jueces penales 
municipales con función de control de garantías sobre la confidencialidad de las respuestas 
en su inicio se presentaron respuestas muy tensionadas, no es fácil para el operador judicial 
aceptar que existe cierto grado de incidencia de los medios de comunicación sobre sus 
decisiones, por lo cual es necesario abordar los resultados de la respuesta para la pregunta 
número 1: Como miembro de la Rama Judicial en su calidad de Juez Constitucional, ¿Percibe 





La respuesta de los jueces en esta primera pregunta permite aseverar que el 70% de la muestra 
que representa 35 despachos judiciales resaltaron que los medios de comunicación pueden 
influir en la toma de decisiones y solo cuatro despachos (8% de los encuestados) se mostraron 
evasivos al dar la respuesta al interrogante planteado, aseverando que nunca los medios 
podrían influir en la decisión del operador judicial. 
 
Cabe anotar que en medio de la encuesta se denotó cierta desazón en los funcionarios ante 
los cuestionamientos realizados de los que podría inferirse la existencia de yerros judiciales, 
producto de acontecimientos mediáticos que provocan afectación a la integridad personal, a 
la vida privada, a la imagen y al buen nombre pues es normal que pueda darse un conflicto 
entre el derecho a la vida privada y los derechos a informar y de ser informado, siendo 
apropiado reconocer la superioridad de éstos últimos en cuanto está de por medio el interés 
general, lo cual parece ser un desacierto aun cuando dicha premisa sea cierta, pues no puede 
haber cabida para un ejercicio arbitrario del derecho de información, es decir, es 
indispensable que el derecho de información sea ejercitado con total imparcialidad y 
veracidad, es decir, guardar conformidad con los hechos o acontecimientos relatados y por 
ello la prensa debe ser garantía de que a través de la información no se violenten los derechos 
fundamentales de la honra, el buen nombre y la intimidad de las personas (CConst, Sentencia 
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la falta de veracidad en lo que se dice sino por la forma inadecuada en que se suministra la 
información por parte de los periodistas, ya que el ámbito de protección de los derechos 
mencionados no contemplan el deber de los medios de comunicación, y en particular de los 
periodistas, de utilizar con precisión el lenguaje técnico salvo que se demuestre la intención 
del comunicador de distorsionar la verdad de los hechos que sólo los jueces pueden llegar a 
dictar bajo el cumplimiento de los procedimientos previamente consagrados en la ley, 
siguiendo las formas propias de cada juicio (CConst, Sentencia T-1225/03, M. Cepeda). 
 
En cuanto al uso inadecuado del lenguaje técnico la honorable Corte Constitucional considera 
que la trasmisión de información veraz e imparcial por parte de los medios de comunicación 
excluye el uso del lenguaje con el ánimo de dañar a la persona, lo cual no abarca el mandato 
de usar un lenguaje técnico preciso como si fueran especialistas en la materia de la cual 
informan, en razón a que este parámetro impondría una carga desproporcionada al medio de 
comunicación al tener que disponer de especialistas en cada una de las materias sobre las que 
informa, restringiendo sin justificación válida la libertad a ellos garantizada vía 
constitucional.  
 
Caso contrario es que, por ejemplo, el lenguaje se use por parte del medio de forma que se 
distorsiona claramente la realidad o lo hace en forma manifiestamente parcial: 
La primera hipótesis tiene lugar cuando un medio de comunicación presenta como 
responsable a una persona sin que hasta el momento ella haya sido declarada así por 
la autoridad pública competente después de un juicio. Por ejemplo, cuando un medio 
informa que se “capturó a los asesinos” de una determinada persona, cuando lo que 
ha sucedido realmente es la captura de personas a quienes se endilga la comisión de 
la conducta punible, sin que esté demostrado efectivamente que fueron los 
responsables del homicidio al término de un proceso judicial (CConst, Sentencia T-
1225/03, M. Cepeda). 
 
Se exige de un Estado democrático de derecho que los veredictos, máxime si son 
condenatorios, sean proferidos por la justicia y no por los medios de comunicación en razón 
a que en el segundo escenario: 
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(…) involucra diversas situaciones en las cuales un periodista o un medio de 
comunicación dejan de lado la objetividad de la información y aprovechan el poder 
social que ostentan y ejercen con el fin de presionar a los jueces o jurados para que 
adopten una decisión favorable a ciertos intereses. Por ejemplo, cuando un medio de 
comunicación de propiedad de un conglomerado utiliza el poder mediático del que 
goza para buscar la absolución en demandas civiles presentadas en su contra y que 
lesionan sus intereses económicos (CConst, Sentencia T-1225/03, M. Cepeda). 
 
Resulta importante lo relativo al uso coloquial del lenguaje para referirse a situaciones que 
involucran la situación jurídica de una persona detenida por las autoridades con ocasión de 
atribuírsele la presunta comisión de un delito, pues a juicio del máximo tribunal 
constitucional, sólo la probada mala intención del medio encaminado a desnaturalizar la 
situación real de la persona conlleva el ejercicio indebido de la libertad de prensa, es decir, 
existe una delgada línea entre la libertad de informar a través del denominado lenguaje 
coloquial y la imposición de estándares para el uso adecuado manejo de dicho lenguaje, pues 
puede crearse el escenario apropiado para la censura y el control de los medios de 
comunicación por  autoridades estatales, situación expresamente prohibida en la Constitución 
con el fin de preservar la democracia, la libertad y la búsqueda de la verdad. 
 
Sin embargo, aun cuando haya un correcto uso del lenguaje y se empleen los tecnicismos de 
forma elocuente, la vulneración de los derechos fundamentales mencionados a lo largo del 
artículo se puede dar por la forma parcializada en que se presenta la información conforme 
los requerimientos e intereses de algún ente de poder, ya sea económico o político, siendo 
procedente evidenciar los resultados de la encuesta sobre la pregunta número 3: ¿Alguna vez 







Complejo es asumir errores y problemas, aun mas entender que los mass media han llegado 
a presionar en tal medida a nuestros representantes de la sociedad que, el 62% de la muestra 
responde a veces como elemento ante la toma de decisiones contrarias a su convencimiento 
jurídico (no por ende constitutivas de delito, pero si contrarias a lo que cree como jurista),  
evidencia clara entonces de la necesidad en un control efectivo pronto que en ningún 
momento se refiere a la censura, acción que no es conveniente ni adecuada en razón a lo 
establecido por el sistema interamericano de protección de los Derechos Humanos, pues se 
ha distinguido entre las hipótesis generales de limitación al ejercicio de derechos, contenidas 
en el enunciado general del artículo 32.2 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y los supuestos especiales establecidos en preceptos particulares de dicho 
instrumento internacional como en el artículo 13 que consagra el derecho a la libertad de 
expresión, que ha sido analizado por la Corte Interamericana en torno a la legitimidad de las 
limitaciones y restricciones, desde la perspectiva del bien común y el orden público que no 
debe desembocar en la supresión del derecho, siendo deber estatal establecer  la naturaleza y 
el alcance de la restricción requerida y las condiciones inherentes a una sociedad democrática 
para ponderar su compatibilidad o incompatibilidad con el Pacto de San José. 
 
Así las cosas, Una restricción a la libertad de expresión puede ser o no violatoria de la 
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por el artículo 13.2 (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2006, párr. 218; 2004, párr. 
120), siendo el primero de los requisitos que la restricción deba estar previamente fijada en 
una ley como medio para asegurar que no quede al arbitrio del poder público; en segundo 
lugar, la restricción establecida por la ley debe responder a un objetivo permitido por la 
Convención Americana que permite las restricciones necesarias para asegurar “el respeto a 
los derechos o a la reputación de los demás” o “la protección de la seguridad nacional, el 
orden público o la salud o la moral públicas”; y, de ninguna manera podrían invocarse el 
“orden público” o el “bien común” como medios para suprimir un derecho garantizado por 
la Convención o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real. Esos conceptos deben ser 
objeto de una interpretación estrictamente ceñida a las “justas exigencias” de “una sociedad 
democrática” que tenga en cuenta el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la 
necesidad de preservar el objeto y fin de la Convención (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, 1985, párr. 67 y 69; 2004, párr. 109). 
 
La necesidad y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libertad de expresión fundadas 
en el artículo 13.2 de la Convención Americana, dependerá que estén orientadas a satisfacer 
un interés público imperativo, debiendo escogerse para el cumplimiento de éste objetivo, 
aquélla medida que restrinja en menor escala el derecho protegido, es decir, la restricción 
debe ser proporcional al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese 
legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en el efectivo ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 1985, párr. 
39 y 46; 2004, párr. 121-123). 
 
Así las cosas, establecer en la legislación colombiana una medida que limite la injerencia de 
los medios de comunicación en las decisiones judiciales de tal forma que los jueces operen 
en derecho sin el latente temor de una negativa por parte de los mass media, resaltando de 
las conversaciones con los funcionarios judiciales que, todo parece indicar que el periodismo 
se ha convertido en una instancia más dentro del proceso penal,  concluyendo los 
entrevistados que se ha distorsionado la función del periodista en sociedad por el afán de 
resaltar, causando malos entendidos sin que exista a la postre alguna sanción para el 
periodista ni alivio para quien resulta afectado por juicios de valor desproporcionados y sin 
34 
 
fundamento razonable que constituyen opiniones que se vislumbran en espacios de 
información, que provocan interpretaciones erráticas sobre el funcionamiento de la 
administración de justicia. 
 
En este orden de ideas, y conforme los resultados que arrojó la pregunta que a continuación 
se enunciará, se plantea como solución la no intromisión de las cámaras periodísticas en el 
desarrollo del proceso penal, pues consultados los jueces sobre su serenidad y tranquilidad 
ante la presencia de los medios en sus salas de audiencia: ¿la presencia de medios de 




Una vez vista la respuesta graficada, se tiene que, cuando el operador judicial ve afectada su 
labor por presiones externas las mismas deben ser limitadas, con el fin único que las víctimas 
y personas vinculadas en el proceso puedan recibir su máximo valor en la justicia, es 
imperioso remontarse entonces a contraponer los valores que aquí se encontrarían en disputa 
(que realmente no sería más que el egocentrismo mediático), logrando entender así que los 
derechos nunca serán absolutos si se afecta realmente elementos sociales fundamentales 
porque aunque no se hubiese evidenciado de esta manera, el bien colectivo del caso estudiado 
no es el de los medios de comunicación, si no el de la sociedad a ser informada verídicamente 
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Se entiende por un lado que el procedimiento penal es público, que existe el derecho a la 
información y a la opinión (con las distinciones que se han realizado previamente) así mismo 
que se contempla como un derecho fundamental el acceso a la justicia, debido proceso, 
legalidad y principios como el de imparcialidad, se debe entonces analizar los derechos a 
vulnerarse al impedir el ingreso de cámaras fotográficas o de video a las audiencias no como 
excepción, elemento que ya opera en nuestro sistema (ejemplo claro de ello cuando se vincula 
a un menor en la actuación), si no como regla, en sistemas comparados se prohíben 
transmisiones de juicios o audiencias sin permiso de aquel que las presida, ello determinaría 
que sea el operador judicial el que estipule que actuaciones desea que sean publicitadas, así 
mismo que elementos de su identificación desea que conozca la población, no con un fin de 
búsqueda ante la impunidad sino de respeto ante la integridad del servidor público, pregunta 
entregada a los operaciones de la siguiente forma: 
 
7. ¿Sentiría mayor tranquilidad en el ejercicio de su función pública si los medios de 





Es menester continuar análisis de los derechos y el principio que podrían vulnerarse con la 







únicamente para la toma de fotografías y videos a los intervinientes en la sala de audiencia, 
sin que ello traiga implícito limitar que un periodista asista como espectador al desarrollo 
procesal, permitirá que los operadores judiciales resten un elemento de distracción y presión, 
así mismo se le limitaría a los mass media la publicación de datos personales sobre los 
intervinientes en el proceso que no autorizaran su reproducción, este hecho nuevamente 
resalta que los medios de comunicación no son un poder absoluto que llegase a  instituirse 
por encima de la constitución política.  
 
De pronto la estructura de la misma dirige a tener una gran cantidad de derechos que chocan 
uno con otro pero al determinar la supremacía siempre resaltara el beneficio común, bien que 
solo puede encontrarse en la victoria jurídica que adquiere la sociedad al enrutar su justicia 
separando los medios de la opinión judicial y guiándolos en la información judicial, no es un 
elemento que resalte positivamente para el camino jurídico si no que permitirá estructurar el 
principio de justicia estatal. 
 
Como podría limitarse el derecho a la información si se llegase a limitar la grabación de 
videos, toma de fotos o publicación de datos personales, en principio más que por el escarnio 
público no existe una razón lógica por la que un medio de comunicación no pueda únicamente 
interesarle entregar a los asociados la información jurídica y verídica del proceso. Criticar 
mediante notas de información posiciones jurídicas de las que poco conocen o si llegasen a 
conocer del caso fuesen sesgadas afectara aún más el derecho en el que se escudan, ya que la 
justicia nunca podrá ingresar en la sociedad si se alimenta el odio. 
 
Aunque en Colombia prima la cultura creyente y conservadora, se pasan por alto las 
acciones y omisiones de los MMC, al comentar o evaluar su desempeño, y frente a 
cualquier protesta, los medios defienden su integridad y expresan que no corrompen 
la moral social, basados en el hecho de que un elevado número de personas está de 
acuerdo y conforme con su apreciación informativa. (Huertas, et ali, 2011, El 




Es precisamente esa la razón por la cual se definió y decidió entregar los derechos en las 
manos del estado y su rama judicial, para que un tercero imparcial sea quien dirima en 
equidad el conflicto generado. Todo aquel que haga parte de la sociedad debe limitar sus 
derechos que se consideraron en un tiempo absolutos para entregar vías de solución a los 
conflictos mutuos, los medios de comunicación cumplen con una función trascendental e 




Ha sido claro en el estudio realizado que la percepción judicial destaca un miedo específico 
a la intromisión de los mass media en sus decisiones y salas de audiencias. La distorsión que 
se causa en ese lente, el poder tergiversar lo que en el espejo se está diciendo ha afectado en 
forma directa la real administración de justicia presentando entonces para esta redacción tres 
vías que de forma conjunta podrían aportar reales soluciones en este tópico eliminando el 
concepto social desarrollado por Huertas, Torres y Díaz: “En este país existe un derecho 
penal simbólico en el que las normas son ineficaces, pero aun así son aplicadas, 
principalmente aquellas que están dirigidas hacia cierta clase de ciudadanos”. (2011, El 
Leviatán de los mass media, p. 102). 
 
En primer medida se debería limitar el acceso de medios de comunicación a las salas de 
audiencia cuando su fin sea grabación o toma de fotografías, ello estableciendo un límite a la 
distracción y obra de teatro en las que según el 70% de la muestra (segunda pregunta) 
determinan se convierten estas audiencias, mas así mismo determinar que será cada juzgado 
que presida la actuación aquellos que puedan facultarlos, con este hecho también 
encontramos incluido el 12% que manifestó no tener presión alguna ante su presencia. Lo 
anterior siempre y cuando se garantice el acceso de periodistas acreditados y capacitados 
judicialmente por cada medio al que pertenecen como asistentes únicamente, así se podrá 
adelantar la actuación de la mano con garantizar el derecho a la información ya que los 
representantes designados podrán analizar el concepto jurídico previo a la presentación ante 





Como segunda propuesta el estado colombiano debe buscar seriedad en el manejo de la 
información de procesos vigentes, en tal medida las partes y todo aquel que tenga elementos 
materiales y evidencia física se le debe prohibir de forma tácita su entrega y así mismo rendir 
declaraciones a medios de comunicación permitiendo desarticular las diferentes 
manifestaciones y presiones, únicamente determinando como información lo que el 
periodista capacitado y designado ha evidenciado en audiencia, si los aspectos que se 
plantean se implementan como un todo encuentran una vía clara de mejora en el sistema, la 
entrega de elementos materiales, evidencia física y entrevistas deberá prohibirse hasta que se 
genere sentencia de primera instancia (o alguna vía alternativa que genere cosa juzgada) 
donde los mismos han sido apreciados por el Juez de Conocimiento y se limitara la influencia 
retrotraída por la muestra en la pregunta tercera donde al menos una vez el 62% de los 
encuestados han tomado decisiones contrarias a su convencimiento jurídico por presión 
mediática. 
 
Si es cierto el conocimiento que muestran los medios de comunicación ante la búsqueda de 
la verdad entenderán que este es el real mecanismo para protegerla, el publicar elementos 
materiales, evidencia física y entrevistas de las partes únicamente permitirá la contaminación 
de aquel que en la etapa procesal respectiva (sea juez de control de garantías o de 
conocimiento) deberá emitir la decisión en derecho, cooperando con la generación de la 
impunidad que desean combatir. 
 
Como última medida se deberán generar la creación de varios tipos penales que blinden el 
desarrollo jurisdiccional ante la “revelación de elementos materiales y evidencia física en 
vigencia del proceso penal”, “entrevista a medios de comunicación en vigencia del proceso 
penal”, más la especialidad en conductas ya establecidas “injuria por medio de 
comunicación” y “calumnia por medio de comunicación”, será importante resaltar la 





Ante la “revelación de elementos materiales y evidencia física en vigencia del proceso penal” 
se debe resaltar que la entrega a estos mass media de objetos con tendencia probatoria sin 
que se hubiesen valorado aun por el juez (único designado constitucionalmente para este 
hecho) solo permitirá juicios de valor sin sometimiento a la contradicción, paso sine qua non 
se podrá establecer el concepto de prueba según la Ley 906 de 2004, el sujeto activo de la 
conducta será quien tenga a cargo los elementos o evidencias, ya que en la mayoría de los 
casos podrían incurrir en la comisión elementos ajenos a las partes (fiscalía y defensa), el 
medio de comunicación que determine (artículo 30 inciso primero, Ley 599 del año 2000) al 
autor material (artículo 29 inciso primero, Ley 599 del año 2000) respondería con la misma 
pena, sin prevención a las investigaciones disciplinarias y penales ya contempladas en la ley. 
Se debe resaltar que la misma tendría como espacio de desarrollo el proceso penal, bien sea 
cuando se dicte sentencia en primera instancia o se genere cosa juzgada (como bien lo 
considere el legislador) y cuando se determine alguna vía alternativa a la solución del proceso 
misma que si deberá generar cosa juzgada (conciliación, principio de oportunidad, 
mediación, etcétera). 
 
Eventos como entrevistas en desarrollo del proceso penal antes de un pronunciamiento de la 
justicia en cualquiera de las modalidades previamente establecidas en la ley, debieran tener 
un límite en su contenido,   lo cual impedirá la ocurrencia de señalamientos inapropiados que 
puedan faltar a la verdad o que tergiversen la realidad del proceso penal que aunque goza de 
la garantía del principio de publicidad, este puede estarse utilizando de forma errada en 
detrimento de los derechos fundamentales de los sujetos procesales; situación que puede 
devenir de una incorrecta utilización de lo establecido constitucionalmente a través de la 
Corte Constitucional de Colombia, pues aunque este ente ha sido claro en diferenciar el 
derechos a informar y el derecho a opinar, así mismo que en esos derechos uno es el 
garantizado al individuo y otro al medio de comunicación dado su impacto social.  
 
Así las cosas, ante las conductas de “injuria y calumnia” realizadas por los medios de 
comunicación, se debe resaltar que el origen de los punibles de injuria y calumnia están 
inspirados en relaciones de los individuos donde la esfera de daño no determinan alcances 
nacionales y afectaciones casi irreparables a la honra y buen nombre del sujeto de la “nota 
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periodística”, así que tampoco podría entenderse que una retractación de segundos como era 
enunciado por el máximo órgano de lo constitucional podría subsanar el daño causado, ni 
solventar la afectación. Ante este elemento también debe ser adicionado el articulado sobre 
la retractación elevando a la codificación el mandato del órgano de protección constitucional, 
exigiendo a estos medios la determinación del mismo espacio usado para el daño al buen 
nombre y honra. 
 
 
Se deberá realizar un estudio de política criminal que fortalezca los derechos de la sociedad 
ante esas actuaciones por la guerra del segundo en la noticia, hecho que nos puede permitir 
depurar los medios y encontrar en la ciudadanía conceptos serios ante la justicia, pilar 
fundamental de nuestro estado. 
 
Como dato final soportando esta afirmación que tendría una consecuencia jurídica notable 
en la purificación de la profesión periodística esta la sexta pregunta realizada en la muestra 
que evidencia el concepto jurídico de los jueces penales municipales con función de control 
de garantías, jueces constitucionales, ante la congruencia entre el acto irresponsable de 
denigración de la profesión periodística y sus consecuencias jurídicas: 
 
6. ¿Cree que se debe equiparar la responsabilidad penal a las manifestaciones realizadas por 










Una sociedad realmente informada puede centrarse en sus conflictos y dejar de lado el 
amarillismo de los baches históricos, la sociedad debe evolucionar desde todos los aspectos 
y el periodístico que refleja la intención e intereses de la sociedad debe ser el primero en 
controlarse, claro es entonces que si se puede limitar la mezcla entre opinión e información, 
dando el valor que merece la profesión de periodista y la administración de justicia.  
 
BIBLIOGRAFÍA  




Constituyente, República de Colombia. (1991). Constitución Política de Colombia. Bogotá, 
Colombia: Editorial Leyer.  
 
Corte Constitucional de Colombia. (12 de agosto de 1993). Sentencia de T-332 de 1993. MP.  
José Gregorio Hernández Galindo. Recuperado de: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/t-332-93.htm  
---. (26 de febrero de 1993). Sentencia T-080 de 1993. MP. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/t-080-93.htm  
 
---. (13 de diciembre de 1993). Sentencia T-578 de 1993. MP. Alejandro Martínez Caballero. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1993/T-578-93.htm  
---. (3 de agosto de 2000). Sentencia T-1000 de 2000. MP. Vladimiro Naranjo Mesa. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2000/T-1000-00.htm  
 
---. (14 de septiembre de 2000). Sentencia T-1202 de 2000. MP. Vladimiro Naranjo Mesa. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2000/T-1202-00.htm   
 
---. (19 de enero de 2000). Sentencia C-010 de 2000. MP. Alejandro Martínez Caballero. 




---. (2 de febrero de 2000). Sentencia T-094 de 2000. MP. Álvaro Tafur Galvis. Recuperado 
de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2000/T-094-00.htm   
 
---. (12 de diciembre de 2003). Sentencia T-1225 de 2003. MP. Manuel José Cepeda 
Espinosa. Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/T-1225-
03.htm   
 
---. (18 de junio de 2010). Sentencia T-511 de 2010. MP.  Humberto Antonio Sierra Porto. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-511-10.htm  
 
---. (16 de abril de 2010). Sentencia T-260 de 2010. MP. Mauricio González Cuervo. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/T-260-10.htm      
 
---. (3 de febrero de 2011). Sentencia T-043 de 2011. MP. Humberto Antonio Sierra Porto. 
Recuperado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-043-11.htm  
 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos. (Octubre de 2000). La Declaración de 
Principios sobre la Libertad de Expresión. Recuperado de: 
http://www.cidh.oas.org/basicos/basicos13.htm 
 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. (13 de noviembre de 1985). Opinión Consultiva 
OC-5/85 “La colegiación obligatoria de periodistas (Arts. 13 Y 29 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos)”. Recuperado de: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_05_esp.pdf  
 
 ---. (31 de enero de 2006). Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 





---. (2 de julio de 2004). Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica. Sentencia de Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Recuperado de: 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_107_esp.pdf  
 
Cuerda, A.  (1999). Los medios de comunicación y el derecho penal. Asociación 
Internacional De Derecho Penal. Recuperado de: 
http://aidpespana.uclm.es/pdf/barbero1/12.pdf  
 
Declaración de Chapultepec (México). (11 de marzo de 1994). Recuperado de: 
http://www.declaraciondechapultepec.org/chapultepec_declaration.htm  
Díaz, N., Huertas, O. & Torres, H. (2011). El leviatán de los mass media, el peligro de la 
otredad y el derecho penal: La construcción mediática del enemigo. Revista de Derecho: 
Universidad del Norte (Barranquilla, Colombia), 35, 97-116. Recuperado de: 
http://rcientificas.uninorte.edu.co/index.php/derecho/article/view/1416/4382 




Fuentes, J. L. (2005). Los medios de comunicación y el derecho penal.  Revista Electrónica 
de Ciencia Penal y Criminología, 7(16), 1-51. Recuperado de: 
http://criminet.ugr.es/recpc/07/recpc07-16.pdf.  
 
Giraldo, D., Roldán, I. & Flórez, M. (2003). Periodistas, guerra y terrorismo. Bogotá, D.C.: 
Planeta. 
 




Rodríguez, E. (2000). Justicia Mediática. Argentina: Editorial: Ad Hoc. 
